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Como es bien sabido las relaciones finan-
cieras y tributarias entre el Estado y la Co-
munidad Autónoma Vasca se han venido

organizando mediante el sistema de Concierto
Económico. Gracias al mismo, la Comunidad Au-
tónoma Vasca, a través de sus Diputaciones Fora-
les, exacciona en su ámbito competencial
territorial los tributos de acuerdo con los criterios de
reparto establecidos en el indicado Concierto
Económico, cuya regulación recogida en la Ley
12/2002 de 23 de mayo (en adelante LCE) ha do-
tado, en lo referente a su vigencia un carácter de
indefinido a dicho régimen.

A fin de evitar duplicidades tributarias y por lo
tanto, a la hora de establecer en qué Administra-
ción Tributaria debe cumplir sus obligaciones fis-
cales un Sujeto Pasivo, resulta necesario el uso de
un criterio que nos indique cuál ha de ser dicha
Administración, y cuál será el alcance de su com-
petencia. Dicho criterio es el denominado punto
de conexión del tributo. 

Ha de determinarse, no solo ante qué administra-
ción tributaria debe cumplir sus obligaciones fis-
cales el sujeto pasivo –punto de conexión
exaccionador-, sino además, la normativa,
común o foral, que resulta aplicable –lo que se
denomina punto de conexión normativo- y adi-
cionalmente que administración tributaria es
competente en materia de inspección.

En consecuencia, podemos identificar, y de ello
se encarga la LCE, tres planos principales en los
que se requiere fijar un punto de conexión, es
decir un criterio de determinación de qué admi-
nistración tributaria es la competente: 

Alcance Normativo: En el que el punto de cone-
xión nos indica qué normativa es de aplicación,
si la estatal o la foral. Con lo que tendremos Im-
puestos concertados de normativa estatal, en los

que la capacidad normativa de las Administra-
ciones Tributarias Vascas es por lo general muy re-
ducida, siendo el ejemplo clásico de este tipo de
tributos el Impuesto sobre el Valor Añadido; y asi-
mismo tendremos también, Impuestos concerta-
dos de normativa autónoma, en los que los límites
a la posibilidad de legislar son sustancialmente
menores que en los casos anteriores, siendo un
ejemplo el Impuesto sobre Sociedades.

Alcance Exaccionador: En este caso gracias al
punto de conexión conoceremos qué Adminis-
tración tiene atribuida la capacidad de exac-
ción, que generalmente va a llevar asociada la
atribución de la competencia para la gestión, li-
quidación, revisión y recaudación de los tributos.

Alcance Inspector: Como su propio nombre in-
dica establece la Administración que ejercerá las
actuaciones inspectoras. Así, por ejemplo el artí-
culo 191 del Concierto Económico regula la com-
petencia inspectora en el Impuesto sobre
Sociedades y el artículo 29.Seis2 fija el punto de
conexión inspector en el IVA. 
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1 Véase el artículo 19 del Concierto Económico Vasco:
Artículo 19. Inspección del Impuesto.
Uno. La inspección del Impuesto se realizará por la Dipu-
tación Foral competente por razón del territorio cuando
el sujeto pasivo tenga su domicilio fiscal en el País vasco.
No obstante, la inspección de los sujetos pasivos cuyo
volumen de operaciones en el ejercicio anterior hu-
biera excedido de 7 millones de euros y en dicho ejer-
cicio hubieran realizado en territorio común el 75 por
ciento o más de su volumen de operaciones correspon-
derá a la Administración del Estado.
Asimismo, la inspección de los sujetos pasivos cuyo do-
micilio fiscal radique en territorio común, su volumen de
operaciones en el ejercicio anterior hubiera excedido
de 7 millones de euros y hubieran realizado la totalidad
de sus operaciones en territorio vasco, se realizará por
la Diputación Foral competente por razón del territorio.
2 Véase el artículo 29.seis del Concierto Económico:

Artículo 29 Gestión e inspección del Impuesto 
Seis. La inspección se realizará de acuerdo con los si-
guientes criterios: 
a) La inspección de los sujetos pasivos que deban tribu-
tar exclusivamente a las Diputaciones Forales o, en su
caso, a la Administración del Estado, se llevará a cabo 



Un punto de conexión, además, puede ser esta-
blecido atendiendo a datos objetivos. Así por
ejemplo, el lugar de ubicación de un bien inmue-
ble que es transmitido nos permite atribuir la com-
petencia en el caso del Impuesto sobre
Trasmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Docu-
mentados; o bien puede que debamos acudir a
datos subjetivos para su establecimiento, siendo
uno de los ejemplos más diáfanos el domicilio fis-
cal de las Personas Jurídicas en el caso de la Tri-

butación por el Impuesto de Sociedades o el IVA.
Su establecimiento en uno u otro lugar depende
de la voluntad de una o varias personas físicas. Es
en este segundo grupo de puntos de conexión
donde esa posibilidad de interpretación de la vo-
luntad genera la mayor cantidad de conflictos
entre las administraciones en materia de atribu-
ción de competencias sobre un determinado
obligado tributario.

Como es de suponer la tipología de puntos de
conexión es amplia, domicilio fiscal, residencia
habitual, lugar de realización de actividades, ubi-
cación del inmueble, etc… pero en el presente
artículo nos vamos a centrar en un punto de co-
nexión concreto: el domicilio, y concretamente
el domicilio fiscal.

El domicilio fiscal debe de ser diferenciado de
otros puntos con los que puede guardar similitu-
des, como la residencia habitual, y de otros tér-
minos de domicilios, que en numerosas ocasiones
son identificados con él, como es el caso del do-
micilio social. La intención del presente artículo es
por lo tanto, aclarar cuál es la interpretación del
término domicilio fiscal que viene siendo dada
por la Jurisprudencia, y en concreto nos remitire-
mos a dos sentencias recientes del Tribunal Su-
premo en las que, confirmando el criterio ya
indicado en anteriores sentencias, nos aclaran a
los y las profesionales del derecho, cuál es el sen-
tido de dicho término y cuáles no deben ser teni-
dos como conceptos a él identificables. En
concreto, se refiere el Alto Tribunal al concepto
de domicilio social.

1.- CONCEPTO DE DOMICILIO FISCAL.

En principio, a la hora de definir un término siem-
pre resulta de interés acudir al sentido lingüístico
del mismo, por ello debemos acudir a la defini-
ción recogida en el Diccionario de la Real Aca-
demia Española del término domicilio.

Nos encontramos que, y a diferencia de domicilio
social, que sí es reflejado en dicha definición, el
término domicilio fiscal no aparece reflejado per
se en dicho diccionario. Sin embargo, resulta evi-
dente que la segunda acepción del término do-
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por las inspecciones de los tributos de cada una de di-
chas Administraciones. 
b) La inspección de los sujetos pasivos que deban tribu-
tar en proporción al volumen de sus operaciones reali-
zadas en territorio común y vasco se realizará de
acuerdo con las siguientes reglas: 
Primera. Sujetos pasivos con domicilio fiscal en territorio
común: la comprobación e investigación será realizada
por los órganos de la Administración del Estado, que re-
gularizarán la situación tributaria del sujeto pasivo frente
a todas las Administraciones competentes, incluyendo
la proporción de tributación que corresponda a las dis-
tintas Administraciones.
Segunda. Sujetos pasivos con domicilio fiscal en territo-
rio vasco: la comprobación e investigación será reali-
zada por los órganos competentes de la Administración
Foral correspondiente al domicilio fiscal, sin perjuicio de
la colaboración de la Administración del Estado, y sur-
tirá efectos frente a todas las Administraciones compe-
tentes, incluyendo la proporción de tributación que
corresponda a las mismas. En el caso de que el sujeto
pasivo haya realizado en el ejercicio anterior en territo-
rio común el 75 por ciento o más de sus operaciones,
de acuerdo con los puntos de conexión establecidos,
será competente la Administración del Estado sin per-
juicio de la colaboración de las Diputaciones Forales. 
Si como consecuencia de dichas actuaciones resultase
una deuda a ingresar o una cantidad a devolver que
corresponda a ambas Administraciones, el cobro o el
pago correspondiente será efectuado por la Adminis-
tración actuante, sin perjuicio de las compensaciones
que entre aquéllas procedan. Los órganos de la inspec-
ción competente comunicarán los resultados de sus ac-
tuaciones al resto de las Administraciones afectadas. 
Tercera. Lo establecido en las reglas anteriores se en-
tenderá sin perjuicio de las facultades que correspon-
den a las Diputaciones Forales en el ámbito de sus
respectivos territorios en materia de comprobación e
investigación, sin que sus actuaciones puedan tener
efectos económicos frente a los contribuyentes en re-
lación con las liquidaciones definitivas practicadas
como consecuencia de actuaciones de los órganos de
las Administraciones competentes. 
Cuarta. Las proporciones fijadas en las comprobacio-
nes por la Administración competente surtirán efectos
frente al sujeto pasivo en relación con las obligaciones
liquidadas, sin perjuicio de las que con posterioridad a
dichas comprobaciones se acuerden con carácter de-
finitivo entre las Administraciones competentes. 



micilio encaja perfectamente con el sentido
dado al mismo.

Domicilio:

2. m. Lugar en que legalmente se considera es-
tablecido alguien para el cumplimiento de sus
obligaciones y el ejercicio de sus derechos.

Pero ya se ha indicado que domicilio social por
su parte sí está individualmente diferenciado:

Domicilio social:

1. m. domicilio de una empresa o establecimiento.

Quizás sea este el hecho que provoca la habitual
identificación entre ambos conceptos, domicilio
fiscal=domicilio social, aun cuando la normativa
tributaria bajo estudio en ningún momento indica
que el domicilio social sea un punto de conexión
por sí mismo, sino que, de serlo, es en concurren-
cia de otras circunstancias.

Y esto es así porque en las sociedades mercanti-
les nos podemos encontrar que tanto su domicilio
social como su domicilio fiscal no coincidan en el
mismo lugar, ni tan siquiera en el mismo territorio.
Cada uno de estos domicilios pueden tener, por
intereses propios de la organización ubicaciones
diferentes. Si bien es cierto que la práctica habi-
tual es que ambos domicilios coincidan en
cuanto a su ubicación.

En el ámbito mercantil, el domicilio de una socie-
dad no es otro que aquel en el que se halla el
centro desde el cual se administra y dirige la
misma, estableciéndose como una obligación
que el mismo figure indicado en las escrituras de
constitución de la sociedad dado que es uno de
los contenidos mínimos que todo estatuto social
debe contener3. 

Toda sociedad de capital exige para su constitu-
ción que la misma conste en escritura pública y

sea inscrita en el Registro Mercantil4. Y correspon-
derá su inscripción en el Registro competente a
tenor del domicilio indicado en dichos estatutos.
En efecto el artículo 17 del Real Decreto
1784/1996, de 19 de julio, por el que se aprueba
el Reglamento del Registro Mercantil, establece:

1. La inscripción se practicará en el Registro co-
rrespondiente al domicilio del sujeto inscribi-
ble.

En la normativa registral las referencias al domici-
lio son acompañadas, generalmente, del término
social5 salvo en el supuesto referente a la primera
inscripción de Sociedades Colectivas en el que
la referencia se hace exclusivamente al término
domicilio6.

Por lo tanto cabe interpretar que el término do-
micilio social debemos entenderlo como un tér-
mino mercantil, que no tiene que tener su
equiparación absoluta con otros términos simila-
res empleados en otros órdenes del derecho, por
ejemplo el ámbito tributario.

Por el contrario el domicilio fiscal es el lugar que
el Obligado Tributario señala a las autoridades fis-
cales como localización para el cumplimiento de
sus relaciones tributarias con dicha Administra-
ción7. Gracias al mismo, el Obligado Tributario es
adscrito a una determinada Administración
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3 Véase el artículo 23 c) del Real Decreto Legislativo
1/2010, de 2 de julio, por el que se aprueba el texto Re-
fundido de la Ley de Sociedades de Capital.

4 Véase el Artículo 20 del Real Decreto Legislativo
1/2010, de 2 de julio, por el que se aprueba el texto Re-
fundido de la Ley de Sociedades de Capital.
5 Véase el del Real Decreto 1784/1996, de 19 de julio,
por el que se aprueba el Reglamento del Registro Mer-
cantil artículos 115 y 120, en lo referente a la inscripción
de las sociedades anónimas y artículos 176 y 182, en lo
referente a las Sociedades de Responsabilidad Limi-
tada. 
6 Véase el Artículo 209. 3ª de Real Decreto 1784/1996,
de 19 de julio, por el que se aprueba el Reglamento del
Registro Mercantil. 
7 Véanse las normas forales artículo 47 Norma Foral
2/2005, de 10 de marzo, General tributaria del Territorio
Histórico de Bizkaia; artículo 48 de la Norma Foral
6/2005, de 28 de febrero, General tributaria del Territorio
Histórico de Álava y artículo 48 de la Norma Foral
2/2005, de 8 de marzo General tributaria del Territorio
Histórico de Gipuzkoa; así como el equivalente artículo
48 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tri-
butaria.
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(AEAT o Administración Foral) y será en dicho
lugar en el que se practicarán las notificaciones
tributarias, pasando a ser un domicilio vinculante
a todos los efectos en procedimientos administra-
tivos y del control fiscal. 

Es, en definitiva, un término tributario que marca
y fija la Administración que ejercerá todas o parte
de las competencias de tipo exaccionador.

La designación del domicilio fiscal se realiza siem-
pre comunicándolo8 a la Administración tributaria
mediante el modelo censal de las diversas admi-
nistraciones tributarias (modelo 036), no siendo
necesaria su elevación a escritura pública y por
tanto su inscripción en el registro mercantil. Su
modificación es por lo tanto más sencilla pudién-
dose realizar en cualquier momento que los inte-
reses de la sociedad los indiquen siguiéndose el
procedimiento que esté establecido en los pro-
pios estatutos.

Cualquier modificación de domicilio fiscal que su-
ponga el cambio de Administración ante la que
cumplir con las obligaciones fiscales debe ser co-
municada a la Administración ante la cual, a par-
tir de la fecha del cambio, se pase a responder
de las obligaciones tributarias, y también debe
ser informada de dicho cambio la Administración
de origen. Aunque esta obligación de comunicar
no es el objeto del presente artículo, resulta de in-
terés destacar que con cierta habitualidad la co-
municación de dicho cambio se realiza de facto
a la Administración tributaria nueva cuando se
presenta el impreso 036, y sin embargo no se co-
munica dicho hecho a la Administración de ori-
gen. Con lo que se produce una casuística
especial referida al hecho de conocer desde
qué fecha se debe entender que una sociedad
que ha cambiado de domicilio fiscal reside en su
nueva ubicación.

El plazo para proceder a la comunicación de
dicho cambio es de un mes9. Esta comunicación
debe ser expresa, esto es, no basta con que se
haya notificado a otros efectos, por ejemplo co-
municándolo en otro registro, para que se tenga
por realizada la misma a efectos tributarios10. 

El incumplimiento con la obligación de comuni-
car el cambio de domicilio fiscal, acarrea una
sanción administrativa11, calificada como leve,
que conlleva la imposición de una multa de 100
euros ó de 200 euros dependiendo de la Admi-
nistración sancionadora.

No debemos de obviar en este aspecto, que las
propias Administraciones tributarias podrán ela-
borar, mantener y actualizar censos en los que re-
cogen datos relevantes para la identificación de
los Obligados tributarios a la hora de gestionar sus
tributos, tanto los propios como los cedidos12. 

8 Véanse las normas forales artículo 47.3 Norma Foral
2/2005, de 10 de marzo, General tributaria del Territorio
Histórico de Bizkaia; artículo 48.3 de la Norma Foral
6/2005, de 28 de febrero, General tributaria del Territorio
Histórico de Álava y artículo 48.3 de la Norma Foral
2/2005, de 8 de marzo General tributaria del Territorio
Histórico de Gipuzkoa; así como el equivalente artículo
48.3 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tri-
butaria.

9 Véase el artículo 17 del Real Decreto 1065/2007, de 27
de julio.
10 STS Sala 3ª Sección 2ª de fecha 9 de octubre de 2001,
RJ 2001/7739, Recurso 4489/2000. Fundamento 4º.
“…la LGT establece un sistema tributario que se sustenta
en una serie de deberes y obligaciones de los sujetos
pasivos, entre ellos, el de declarar la producción de los
hechos imponibles, bien mediante declaración tributa-
ria o bien mediante auto-declaración, y el de comuni-
car expresamente el domicilio fiscal o tributario, que en
el caso de las personas naturales ha de ser el de su re-
sidencia habitual.
En razón a esto último, el artículo 45 de la citada LGT,
en cualquiera de sus versiones, establece que la obli-
gación de declarar el domicilio fiscal corresponde al su-
jeto pasivo y, en el supuesto de que el mismo no
comunique el cambio de dicho domicilio, éste no surge
efectos frente a la Administración.”
11 Véanse las normas forales artículo 203.4 Norma Foral
2/2005, de 10 de marzo, General tributaria del Territorio
Histórico de Bizkaia; artículo 202.4 de la Norma Foral
6/2005, de 28 de febrero, General tributaria del Territorio
Histórico de Álava y artículo 202.4 de la Norma Foral
2/2005, de 8 de marzo General tributaria del Territorio
Histórico de Gipuzkoa así como el equivalente artículo
198.5 de la de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, Ge-
neral Tributaria.
12 Así por ejemplo el Real Decreto 1065/2007, de 27 de
julio, por el que se aprueba el Reglamento General de
las Actuaciones y los Procedimientos de Gestión e Ins-
pección Tributaria y de desarrollo de las normas comu-
nes de los procedimientos de aplicación de los tributos,
Reglamento que en la práctica regula la aplicación de
los tributos en desarrollo de la Ley 58/2003, de 17 de di-
ciembre, General Tributaria (en adelante LGT), esta



Debemos acudir a los artículos correspondientes
de las Normas Forales Generales Tributarias y su
equivalente en la Ley General Tributaria, para en-
contrar una definición de domicilio fiscal13. Dichos
preceptos concretan las reglas de determinación
del mismo, tanto para las personas físicas, apar-
tado 1, como para las jurídicas en su apartado 2.
Transcribimos este último, que mantiene en todos
los casos una redacción idéntica:

1. …

2. El domicilio fiscal de las personas jurídicas y en-
tidades residentes en territorio español será el
de su domicilio social, siempre que en él esté
efectivamente centralizada la gestión admi-
nistrativa y la dirección de sus negocios. En
otro caso, se atenderá al lugar en que se rea-
lice dicha gestión o dirección. En los supuestos
en que no pueda establecerse el lugar del do-
micilio fiscal, de acuerdo con los criterios an-
teriores, prevalecerá aquél donde radique el
mayor valor del inmovilizado.

Por lo tanto, a la hora de determinar el domicilio
fiscal, solo resulta de interés el domicilio social, si
en el mismo se encuentra realmente centralizada
su gestión y administración, acudiendo en caso
contrario, a las siguientes reglas establecidas en
el mismo artículo. Dichas reglas, dan mayor im-
portancia al lugar donde se centraliza la gestión
y la administración, e incluso al lugar donde se
ubique el mayor valor del inmovilizado, que al
lugar designado como domicilio social. 

La Ley 12/2002, de 23 de mayo de Concierto Eco-
nómico Vasco (en adelante LCE), establece en su
artículo 43.cuarto b) cuándo una sociedad se en-

tiende domiciliada en el País Vasco, y dicho artí-
culo emplea los mismos criterios que establecen
las Administraciones Tributarias, tanto forales como
estatal, a la hora de definir el domicilio fiscal.

Artículo 43 Residencia habitual y domicilio fiscal

Uno. …

Cuatro. A los efectos del presente Concierto Eco-
nómico se entenderán domiciliados fiscalmente
en el País vasco:

a) … .

b) Las personas jurídicas y demás entidades so-
metidas al Impuesto sobre Sociedades que
tengan en el País vasco su domicilio social,
siempre que en el mismo esté efectivamente
centralizada su gestión administrativa y la di-
rección de sus negocios. En otro caso,
cuando se realice en el País vasco dicha ges-
tión o dirección.

En los supuestos en que no pueda estable-
cerse el lugar del domicilio de acuerdo con
estos criterios, se atenderá al lugar donde ra-
dique el mayor valor de su inmovilizado.

2.- DOMICILIO FISCAL = DOMICILIO SOCIAL, UNA
ARGUMENTACIÓN ERRÓNEA.

En los conflictos surgidos entre Administraciones
referidos a la competencia exaccionadora con
respecto a una sociedad o persona jurídica, son
habituales los que tienen como origen la discu-
sión sobre cuál es el domicilio fiscal de la misma.
Como ya hemos indicado, el domicilio fiscal
constituye uno de los principales puntos de cone-
xión de nuestro sistema de distribución de com-
petencias tributarias, por lo tanto es lógico que
los conflictos surgidos en torno a su determina-
ción, o en torno a la fecha en que debe de ser
tenida en cuenta la fijación del mismo, constitu-
yen algunos de los supuestos de hecho más ha-
bituales de origen de conflictos.

No es extraño en la praxis argumental surgida en
los conflictos, que se indique como domicilio fiscal, 95
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blece en su artículo 2 y en su artículo 4.2 por lo que se
refiere a las sociedades, el domicilio social como con-
tenido mínimo obligatorio de dichos censos.
13 Véanse las normas forales artículo 47.2 Norma Foral
2/2005, de 10 de marzo, General tributaria del Territorio
Histórico de Bizkaia; artículo 48.2 de la Norma Foral
6/2005, de 28 de febrero, General tributaria del Territorio
Histórico de Álava y artículo 48.2 de la Norma Foral
2/2005, de 8 de marzo General tributaria del Territorio
Histórico de Gipuzkoa. Asimismo véase el artículo 48.2
de la de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General
Tributaria 



un domicilio social en el que no se dan las circuns-
tancias requeridas para poder ser entendido
como fiscal, pretendiéndose una identificación del
domicilio fiscal de una sociedad con su domicilio
social sin más. La razón es bien sencilla, lo habitual
(y a mi entender lo más correcto, por comodidad)
es que dichos domicilios coincidan en cuanto a la
ubicación. Ahora bien, pero esta coincidencia no
es ni mucho menos una exigencia normativa. Al
contrario, el legislador (los legisladores más bien),
atendiendo a la redacción dada a las definiciones
de domicilio fiscal, diferencia claramente ambos
domicilios priorizando el fiscal. 

Esto es, para que el domicilio social sea equipa-
rado al domicilio fiscal, deberá coincidir que en
dicho domicilio social se desarrollen la gestión ad-
ministrativa y la dirección de los negocios de la
sociedad. De no darse este hecho, se conside-
rará como domicilio fiscal, primero el lugar donde
se centralice la actividad administrativa o la di-
rección mercantil, y por último, en el caso de que
tampoco se pueda fijar el domicilio por el criterio
anterior, se opta por fijarlo en el lugar donde se
encuentra el mayor valor de su inmovilizado y por
lo tanto se sigue sin recurrir al simple domicilio so-
cial, por lo que su ubicación deja de ser relevante
a estos efectos.

Es probable que otra de las razones de esta iden-
tificación sea la actual inexistencia de una defi-
nición legal que nos aclare qué debemos
entender por “gestión administrativa” y por “di-
rección de los negocios”. Por ello los órganos ju-
diciales suelen acudir a un precepto legal ya
derogado que sí nos ofrecía dicha definición,
que no es otro que el artículo 22 del Reglamento
del Impuesto de Sociedades recogido en el Real
Decreto 2631/1982 de 15 de octubre14, en ade-
lante RIS-82.

Art. 22. Dirección efectiva. 

Se entenderá como lugar en el que está centra-
lizada la gestión administrativa y la dirección de
los negocios aquel en que concurran las siguien-
tes circunstancias: 

a) Que exista en él una oficina o dependencia
donde se verifique normalmente la contrata-
ción general de la Entidad, sin perjuicio de la
que es propia y característica de las sucursa-
les y de la que pueda desarrollarse en otros lu-
gares, dada la naturaleza de las actividades
ejercidas. 

b) Que en él, o en oficinas habilitadas al efecto
en el territorio a que se extienda la competen-
cia de la misma Delegación de Hacienda, se
lleve de modo permanente la contabilidad
principal, con el desarrollo, justificantes y an-
tecedentes precisos para poder verificar y
apreciar en debida forma todas las operacio-
nes sociales. 

c) Que dentro del repetido territorio estén domi-
ciliados fiscalmente administradores o geren-
tes de la Entidad en número adecuado para
que sea debidamente ejercida la dirección
de los negocios sociales. 

Por ello es habitual el empleo por parte de los in-
tervinientes de argumentos como acudir a cuál
es la residencia fiscal de los administradores, ge-
rentes, incluso socios; referirse a dónde radican
las oficinas o sucursales, o a cuál es el lugar
donde se desarrollan aquellas tareas de gestión,
como la contabilidad, la facturación o la contra-
tación, que den apariencia de gestión, para tra-
tar de esta forma de definir qué podemos
entender por gestión administrativa.

Y podemos afirmar que recurrir a dichos recur-
sos argumentales es correcto, siempre que lo
sea con el objetivo de probar el lugar donde
se realiza la gestión administrativa o la direc-
ción de negocios que nos servirá para identifi-
car el domicilio de la sociedad a tenor de lo
establecido en el artículo 9 del Texto refundido
de la Ley de Sociedades de Capital aprobado
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14 Entre otras el Tribunal Supremo ha recurrido a este ar-
tículo en las siguientes sentencias:

• STS Sala 3ª Sección 2ª de fecha 4 de febrero de 2010,
RJ 2010/1019, Recurso 86/2009. Fundamento 4º.

• STS Sala 3ª Sección 2ª de fecha 17de octubre de
2013, RJ 2013/5135, Recurso 538/2013. Fundamento
5º.

• STS Sala 3ª Sección 2ª de fecha 9 de febrero de 2015,
RJ 2015/660, Recurso 356/2013. Fundamento 1º y 3º.



por la Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de
julio15.

Artículo 9 Domicilio 

1. Las sociedades de capital fijarán su domicilio
dentro del territorio español en el lugar en que se
halle el centro de su efectiva administración y di-
rección, o en el que radique su principal estable-
cimiento o explotación.

2. Las sociedades de capital cuyo principal esta-
blecimiento o explotación radique dentro del te-
rritorio español deberán tener su domicilio en
España.

Sin embargo debemos tener en cuenta que en
la gestión administrativa y la dirección efectiva
de los negocios, y a pesar de ser, tal y como
afirma el Tribunal Supremo un concepto jurídico
indeterminado, se implican otras actividades
además de las indicadas en el referido, y dero-
gado, artículo 22 del RIS-82. Así, es común la dife-
renciación entre actividades de dirección
efectiva de negocios, a las cuales se las califica
como actividades de primer nivel, y actividades
de gestión administrativa, que son identificadas
en la práctica jurídica como actividades de se-
gundo nivel.

Entre las primeras, nos encontraríamos con acti-
vidades que implican la toma de decisiones
sobre todos los aspectos estratégicos de la socie-
dad. Por ejemplo la definición de políticas de in-
versión, los acuerdos sociales, las principales
decisiones económico-financieras, jurídicas, etc. 

Entre las segundas se suelen indicar aquellas ac-
tividades que inciden en la vida diaria de la so-
ciedad, por ejemplo la llevanza de la
contabilidad, la facturación o la gestión tributa-
ria, así como la gestión de personal, etc. 

Pero si bien son actividades diferenciables, a
tenor de la redacción de los mencionados artí-

culos 22 del RIS-82, y 43.cuarto b) de la LCE, así
como de la definición de domicilio fiscal que
cada Territorio realiza en sus respectivas Normas
Forales Generales Tributarias16 y la Administración
Estatal en su Ley General Tributaria17, no son acti-
vidades que permitan ser empleadas de modo
independiente. ¿Qué queremos decir? Con un
supuesto de hecho lo comprenderemos mejor.
Supongamos que un obligado tributario centra-
liza en una ubicación las actividades de gestión
administrativa, por ejemplo su gestión contable.
Sin embargo dicho obligado tributario realiza las
actividades de primer nivel, como se ha indi-
cado, las que suponen la asunción de decisiones
estratégicas, por ejemplo, donde acuerda las lí-
neas generales de su política financiera que de-
berán llevar a cabo los ejecutores de la misma,
en un domicilio que no coincide con aquel en el
que desarrolla su actividad administrativa. Cabría
pensar que la ubicación del domicilio fiscal en
uno u otro lugar podría quedar a la voluntad del
obligado tributario. Pues bien, es erróneo argu-
mentar que el Obligado Tributario debería gozar
de libertad a la hora de optar entre uno u otro de
los domicilios indicados para cumplir con sus obli-
gaciones fiscales, ya que, debido a que el legis-
lador identifica el domicilio fiscal con el social si
es a su vez donde se lleva la dirección efectiva,
debemos centrarnos en aquellas tareas que se
refieren a actividades que implican la dirección
del negocio, y no solamente en las de mera ges-
tión18.
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15 Nótese que dicho precepto legal no menciona ni el
término domicilio social ni el de domicilio fiscal, simple-
mente lo denomina domicilio.

16 Véanse las normas forales artículo 47.2 Norma Foral
2/2005, de 10 de marzo, General tributaria del Territorio
Histórico de Bizkaia; artículo 48.2 de la Norma Foral
6/2005, de 28 de febrero, General tributaria del Territorio
Histórico de Álava y artículo 48.2 de la Norma Foral
2/2005, de 8 de marzo General tributaria del Territorio
Histórico de Gipuzkoa. 
17 Véase el artículo 48.2 de la de la Ley 58/2003, de 17
de diciembre, General Tributaria
18 Véase la sentencia de la Sala de lo Contencioso Ad-
ministrativo de la Audiencia Nacional núm. 7958/2005,
de 20 de Junio, recurso 426/2002 , que desestimó el re-
curso contra el acuerdo de 4 de Abril de 2002 de la
Junta Arbitral de Resolución de Conflictos en materia
de tributos del Estado cedidos a las Comunidades Au-
tónomas que resolvió que era ineficaz el traslado de
Madrid a Barcelona de la sociedad Terra Networks, S.A,
a pesar de que el primer ejecutivo de la compañía y
un consejero tenían en Barcelona su domicilio y des-
arrollaban su actividad en esta ciudad, resolución que 



Nos referimos a que, a la hora de establecer si en
un domicilio se centraliza la gestión y la adminis-
tración de una sociedad, no basta con que se
ubique una de dichas actividades. Deben des-
arrollarse las dos, y en caso de no coincidencia
entre las mismas, como en el supuesto de hecho
indicado, se debe dar preferencia al lugar donde
se desarrollan las actividades de dirección de ne-
gocios, al constituir las mismas las decisiones fun-
damentales de la sociedad19. Por lo tanto,
deberemos tener en cuenta si las actividades
desarrolladas podemos calificarlas como de pri-
mer o de segundo nivel.

Ahora esta afirmación puede ser argumentada
en otro sentido atendiendo a la propia redacción
del artículo 43.cuarto b) del Concierto Econó-
mico que emplea la conjunción “y” en lugar de
la a mi entender más correcta “o”. Sin embargo,
y tal y como veremos en el siguiente apartado, la
doctrina del Tribunal Supremo se inclina por prio-
rizar a la dirección efectiva del negocio frente a
las actividades de gestión diaria.

El problema que suele suceder es que si bien lo
habitual es que dicha diferenciación no suele su-
poner grandes dificultades, resulta conveniente,
siempre y en todo caso, atender a determinados
aspectos que son propios del Obligado Tributario
para diferenciar entre dichas actividades. En
concreto, deberemos tener en cuenta, cuál es su
objeto social, su negocio, su estructura social, su
forma jurídica, si pertenece o no a un grupo em-
presarial. En definitiva, debemos preguntarnos
también, cuál es su objetivo, a qué se dedica y
cómo organiza sus recursos para lograr sus fines.

Evidentemente, una empresa puede adoptar nu-
merosos modelos organizativos, y el criterio que
podemos emplear para decidir cuál es el domi-
cilio fiscal para una de ellas puede no ser válido

para otra, por ello es preciso analizar todas estas
variables caso a caso.

Así por ejemplo se puede dar el caso de que una
empresa que venía realizando todas las activida-
des de gestión diaria administrativa y las de direc-
ción de negocio en un determinado domicilio,
pasa a formar parte de una determinado grupo
empresarial, el cual mantiene su domicilio en otro
lugar. Pues bien, en este caso es bastante proba-
ble que se produzca una variación en cuanto a
su domicilio fiscal, dado que las decisiones más
importantes de la empresa serán tomadas en
esta nueva ubicación. Pero por el contrario, si la
empresa lo que hace es subcontratar le gestión
diaria de la misma, empleando el recurso de la
externalización de servicios, conocido como el
Outsourcing, a pesar de la apariencia de cambio
de domicilio, este no se ha producido. Y esto es
así porque la externalización de servicios no se
produce con actividades de dirección de nego-
cios, y se suele circunscribir exclusivamente a ac-
tividades de gestión administrativa, esto es, a
alguna de las actividades que hemos denomi-
nado como de segundo nivel.

Por lo tanto, identificar sin más domicilio social
con domicilio fiscal es erróneo, ya que la norma-
tiva exige la coincidencia en dicho domicilio de
la dirección de negocios y la gestión administra-
tiva, criterios que prevalecen sobre el domicilio
social en caso de discrepancia con este. Es más,
en el caso de que no se dé una coincidencia
entre ambos criterios, parece obvio que se prio-
riza la dirección de negocios sobre la gestión. Y
lo que es más significativo, en caso de no po-
derse identificar ubicación alguna con el lugar
donde se desarrolla la dirección de negocios y la
gestión administrativa, prevalece sobre el simple
domicilio social, la regla de la ubicación del in-
movilizado.

No cabe aducir ni la ausencia de definición indi-
cada ni la habitual coincidencia práctica de di-
chos domicilios, como justificación de la
identificación de ambos en el ámbito tributario,
y así lo viene afirmando el Tribunal Supremo en di-
versas sentencias que a continuación desarrolla-
remos.
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fue confirmada por esta Sala por sentencia de 13 de
Abril de 2011, casación 1115/2006 , al haberse consta-
tado que el domicilio fiscal de Terra Networks estaba si-
tuado en la localidad de Pozuelo de Alarcón y no en el
municipio de Barcelona, elegido por la empresa como
domicilio social y fiscal.
19 Véase la Resolución de la Junta Arbitral del Concierto
Económico nº 14/2013, de 24 de julio de 2013.



3.- LA DOCTRINA DEL TRIBUNAL SUPREMO SOBRE
LA IDENTIFICACIÓN DE AMBOS TÉRMINOS.

Si bien es una postura que ya había sido adop-
tada con anterioridad20, recientemente el Alto Tri-
bunal ha emitido dos sentencias21, referentes a la
definición del domicilio fiscal de unas empresas
pertenecientes a un grupo societario con domi-
cilio en territorio foral, que confirman el criterio
mantenido por el Supremo en estos casos. Dichas
sentencias recaen sobre dos recursos interpuestos
por la misma Diputación Foral contra sendas re-
soluciones de la Junta Arbitral del Concierto Eco-
nómico, que fijaban el domicilio de dichas
empresas en territorio foral y no en común, tal y
como pretendía la Diputación.

El supuesto de hecho es que:

1º. Las empresas tenían fijado su domicilio social
en territorio común.

2º. En las actividades de gestión administrativa,
el grupo societario seguía una estrategia que
suponía que dichas actividades se desarrolla-
ban por alguna de las empresas del grupo, las
cuales eran subcontratadas, y que en la ma-
yoría de los casos se ubicaban en territorio
foral y en otros, los menos, en territorio común. 

3º. Las actividades de administración se toma-
ban por parte de la sociedad cabecera, esta
con domicilio foral.

4º. En territorio común radicaba la absoluta tota-
lidad del inmovilizado de la empresa, en el
caso de haberlo.

Las administraciones tributarias discrepaban
sobre el lugar en el que radicaba su domicilio fis-
cal. 

Según la Agencia Estatal de Administración Tribu-
taria (en adelante AEAT), dicho domicilio se en-
contraba fijado en territorio foral, dado que las
empresas pertenecían a un grupo empresarial
domiciliado fiscalmente en el País Vasco, el cuál
mantenía una operativa para fijar para cada una
de las sociedades el domicilio fiscal correspon-
diente. Dicha operativa, consistente en que la
gestión administrativa y la dirección de los nego-
cios de las empresas no se realizaban en los do-
micilios fiscales declarados debido, en lo que
respecta al caso de la gestión administrativa, a
la carencia de medios humanos y materiales
para su desarrollo, y por otra parte, a que la di-
rección de negocios se desarrolla en el lugar
donde la Administradora Única de la empresa se
domicilia fiscalmente. De hecho, la AEAT supone
que una de las primeras decisiones que se toman
desde dicho domicilio no es otra que el estable-
cimiento de los domicilios fiscales y sociales de las
empresas.

Al entender de la AEAT, lo lógico en el caso de
empresas pertenecientes a grupos de socieda-
des es que el domicilio fiscal de las mismas se ubi-
que en el domicilio fiscal de la sociedad
cabecera del grupo, si en dicho domicilio se cen-
tralizan efectivamente las actividades de gestión
y de administración de los negocios de la em-
presa. Y dado que, en los casos analizados, tanto
las labores de gestión como las de dirección se
encontraban centralizadas en el domicilio donde
radicaba la sociedad cabecera, este debería ser
tenido como el lugar donde radicaba el domici-
lio fiscal.

En los casos que nos ocupan se produce la sub-
contratación de determinadas actividades de
gestión en empresas del grupo, pero a la AEAT no
le parece razonable situar la dirección de los ne-
gocios de una empresa en el lugar donde se
adoptan las decisiones de segundo nivel, (ges-
tión administrativa), decisiones que parecen ser
de mera gestión o ejecutivas, por oposición a las
decisiones de primer nivel, (dirección de nego- 99
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20 Véase la Sentencia de la sala tercera del Tribunal Su-
premo 1019/2010 de 4 de febrero de 2010, recaída en
recurso nº 86/2009 contra resolución de la JACE 1/2009.;
y véase también la sentencia 3431/2010 de 16 de junio
de 2010, recaída en recurso 155/2009 contra resolución
de la JACE 1/2009.
En ambas, véase en especial el Fundamento de Dere-
cho 4º.
21 Véase la Sentencia de la sala tercera del Tribunal Su-
premo 2707/2015 de 18 de Junio de 2015, recaída en
recurso nº 417/2013 contra resolución de la JACE
14/2013.; y véase también la sentencia 2706/2015 de 18
de junio de 2015, recaída en recurso 471/2013 contra
resolución  de la JACE 19/2013.



cios) decisiones estratégicas que son las que
desde cualquier punto de vista se deberían con-
siderar como las funciones directivas de toda per-
sona jurídica. Para la AEAT el hecho de
subcontratar las primeras de las actividades en
una empresa del grupo, reforzaba la idea de que
dichas actividades no pueden ser equiparables
a las de administración de negocios, y aquellas
actividades de gestión que puntualmente se des-
arrollaban en territorio común podrían enten-
derse como residuales

Por el contrario la Hacienda Foral mantenía que
en los casos analizados lo relevante es que las
empresas carecían de medios materiales y hu-
manos en territorio foral para el desarrollo de sus
actividades de gestión administrativa. Debido a
esto, se subcontrataban con empresas del grupo,
que sí se encontraban domiciliadas en el País
Vasco. Pero estas subcontrataciones no deberían
ser computadas a efectos de determinación del
domicilio fiscal, ya que para dicho cálculo solo
deberían computarse aquellas actividades que
efectivamente ejecuta la empresa cuyo domici-
lio se discute. De no ser así, se produciría una
clara discriminación entre empresas que subcon-
tratan con empresas del grupo empresarial al
que pertenecen y empresas que subcontratan
con empresas ajenas a su grupo, en cuyo caso
dichas actividades de administración no son te-
nidas en cuenta a la hora de determinar el domi-
cilio fiscal.

Pretendía la Diputación que dicha empresa fuera
considerada como una empresa sin actividad
administrativa o de gestión, con lo que resultaría
de aplicación en ambos casos la última de las re-
glas fijadas para la determinación del domicilio
fiscal, esto es que el domicilio fiscal radicaría en
el lugar donde se encuentre el mayor volumen
de inmovilizado, y al tratarse de empresas cuyo
inmovilizado principal consistía en las plantas de
producción de energía eléctrica-eólica, el domi-
cilio fiscal coincidiría con su ubicación, estando
en todos los casos dichas instalaciones ubicadas
en territorio común. 

El Tribunal Supremo desestimó en ambos casos los
recursos interpuestos y confirmó en todo su al-

cance las resoluciones de la Junta Arbitral del
Concierto Económico recurridas. En concreto, el
Tribunal Supremo considera como adecuada la
interpretación que la Junta Arbitral del Concierto
Económico hace en las resoluciones recurridas
de las pruebas practicadas y de la jurisprudencia
propia, en concreto de las sentencias de 4 de fe-
brero y 16 de junio de 2010 que en pie de página
nº 16 indicamos.

Gracias al conjunto de dichas sentencias pode-
mos establecer cuáles son los criterios que para
dichos supuestos de hecho adoptará el citado
órgano.

1º.-No debe identificarse domicilio fiscal con do-
micilio social. Ambos son conceptos autóno-
mos, y si bien la regla principal de dicho
artículo 43.cuarto b) del Concierto establece
que para que ambos coincidan, deberán
estar centralizadas en el domicilio social la
gestión administrativa y de dirección, y en
caso de que no coincidan (como es en
ambos casos, dado que los domicilios sociales
se encuentran en territorio común, pero la
gestión administrativa está en territorio foral)
se establecerá como domicilio fiscal allí
donde radique dicha gestión administrativa.
La regla del inmovilizado, solo funciona en au-
sencia de los dos anteriores.

2º.-El Tribunal Supremo se remite a la regulación
que establecía el artículo 22 del RIS-82 a la
hora de establecer criterios que nos indiquen
el lugar donde se realicen las gestiones admi-
nistrativas y de dirección, dado que en el
Concierto Económico no se fijan reglas que
nos indiquen qué actividades debemos tener
en cuenta para concretar en qué consiste la
realización de las gestiones administrativas y
de dirección. Ahora bien, dicha remisión es
preciso realizarla en conjunto con otras nor-
mas y otros criterios de la práctica empresa-
rial. 

En lo que respecta a la remisión a otras nor-
mas, si bien el artículo 22 del RIS-82 nos indica
que se estaba al lugar de la contratación en
general, al de llevanza de la contabilidad y al
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de domiciliación de los administradores o ge-
rentes, criterios que conservan el peso especí-
fico de su significado con apoyo, tanto en los
artículos 11.2 de las Normas Generales Tribu-
tarias de los tres Territorios Históricos vascos
como el artículo 12.2 LGT, pese a carecer hoy
ciertamente del soporte normativo que tuvie-
ron en el pasado. Todos los artículos citados
tienen una redacción idéntica que seguida-
mente trascribimos:

"…en tanto no se definan por la normativa tri-
butaria, los términos empleados en sus nor-
mas, se entenderán conforme a su sentido
jurídico, técnico o usual, según proceda".

Este artículo nos faculta para que dicha inter-
pretación del artículo 22 se realice al albur de
otros criterios de la práctica empresarial. Esto
es, que asumiendo que la expresión “gestión
administrativa y la dirección de sus negocios”
es compleja y no está definida en un texto
legal en vigor, deberá ser conformada la
misma caso a caso. Por ello, el contar con lo-
cales o almacenes, con más o menos emple-
ados, con varios lugares en los que se
desarrollan unas u otras actividades parciales,
lugares donde se celebran las reuniones del
órgano de administración y se adoptan las
decisiones, el lugar de custodia de los libros
societarios, ... todos estos ejemplos son indicios
con un mayor o menor peso o trascendencia,
pero que en sí mismos nada dicen, sino que
deben ser analizados junto con el dato funda-
mental de cuál es la actividad empresarial
que la empresa en concreto desarrolla.

Por lo tanto, además de atender a las circuns-
tancias objetivas, esto es, las recogidas en el
arriba indicado artículo 22 del RIS-82, que de-
berán examinarse en consonancia con el
dato fundamental de cuál es la actividad em-
presarial desarrollada, las mismas constituyen
exclusivamente indicios, pero como todos los
indicios pueden ser rebatidos. 

Esta idea ha sido la mantenida por el Tribunal
Supremo en las sentencias analizadas, esta-
bleciendo que “…la expresión centralizada su

gestión administrativa y la dirección de sus ne-
gocios, es una expresión compleja (…) que
debe conformarse caso por caso, integrán-
dose en función no sólo de las circunstancias
concretas objetivas que concurran en cada
supuesto, sino también, y fundamentalmente
en función de la concreta sociedad de que
se trata y en particular de la actividad a la
que se dedica”. Y también por la JACE.

3º.-En el tipo de sociedades del que hablamos,
cuya gestión y administración fundamental-
mente se lleva a cabo a través de una socie-
dad matriz o cabecera, se debe adoptar el
criterio que si bien el domicilio social indicado
no se encuentra en el País Vasco, las decisio-
nes empresariales principales sí se toman en
este territorio, con lo que implica que la ges-
tión y la administración sí se llevaba desde el
País Vasco y por lo tanto se cumple el criterio
segundo del citado artículo 43. Cuarto b). 

4º.-Es importante destacar que el TS entiende
como muy relevante determinar en qué terri-
torio se acuerdan las decisiones empresariales
importantes, independientemente de que
otras decisiones empresariales, que tienen un
carácter meramente técnico, que comple-
mentan las decisiones tomadas por los Órga-
nos Centrales de la entidad, nos indican cuáles
son los órganos que desarrollan las labores de
gestión y administrativas, siendo en ambos
casos, los Órganos Centrales del GRUPO, loca-
lizados en territorio foral y no en común.

5º.-Por último, destaco la interpretación que
hace el TS del hecho, común hoy por hoy en
la práctica empresarial, de que la gestión de
determinadas actividades administrativas, por
ejemplo, gestión fiscal, contable, de recursos
humanos, etc…, se realice por una empresa
diferente a la Sociedad, (Subcontratación, ex-
ternalización u Outsourcing).

Nos podemos encontrar dos casos:

a) Que dichos servicios sean prestados por
una empresa del Grupo empresarial al que
pertenece la afectada. 101
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b) Que los mismos sean prestados por una
empresa totalmente externa, esto es una
empresa sin otra vinculación con la socie-
dad afectada que la de ser una mera
prestadora de servicios.

El primero de los casos es el que se genera en
los dos supuestos que analizamos, dado que
algunas tareas se llevaban por una empresa
del Grupo, y otras por la empresa matriz o ca-
becera, como consecuencia de una decisión
de gestión, y debido a la carencia de medios
materiales y humanos adecuados para la
efectiva ejecución de estas actividades por
parte de la afectada. 

En este caso, la externalización, no implica
que podamos asumir que la empresa afec-
tada es una entidad sin actividad administra-
tiva o gerencial, ni aun siendo todas las
actividades desarrolladas por otra entidad del
grupo. A juicio del Supremo lo relevante es
que la decisión de hacerlo de esta manera,
viene dictada por la propia estructura empre-
sarial del grupo. Por lo tanto dicha gestión em-
presarial, que insiste el Tribunal, sí existe, es una
gestión empresarial no individualizada, o
mejor dicho una gestión empresarial colectiva
y ejercida en estos casos por los Órganos cen-
trales del Grupo al objeto de optimizar sus re-
cursos.

Su valoración a la hora de determinar el do-
micilio no supone una discriminación con res-
pecto a aquellos supuestos en los que dichas
tareas se externalicen mediante la subcontra-
tación de las mismas a empresas ajenas, ya
que en estos casos, dichas tareas revisten un
carácter meramente técnico y no poseen
una relevancia determinante. 

Ahora bien, el Alto Tribunal también ha man-
tenido que en el caso de que la contratación
de estos servicios ponga en manos de la sub-
contratada y por tiempo indefinido la direc-
ción de los negocios de la subcontratante,
incluyendo la definición estratégica general y
la definición y control de la totalidad de las
decisiones inherentes a lo que puede consi-

derarse como dirección de los negocios de la
misma, y por lo que la sociedad subcontra-
tante se encarga exclusivamente de la ejecu-
ción de las instrucciones recibidas,
deberemos entender que en este caso la di-
rección efectiva de los negocios se realizará
desde el domicilio de la subcontratada22.

Por lo tanto en lo que respecta a la diversa
casuística que se nos ofrece en el ámbito de
la subcontratación, vemos que en definitiva lo
relevante es conocer el lugar donde se toman
las decisiones importantes en la vida de la em-
presa, como por ejemplo la decisión de sub-
contratar. No es tan relevante el dónde se
desarrollan las actividades subcontratadas,
salvo que entre las mismas se encuentren las
decisiones que en esencia impliquen la direc-
ción de los negocios.

Como conclusión podemos afirmar que en el
ámbito tributario el concepto de domicilio ha de
ser entendido como referido a domicilio fiscal, sin
que otra tipología de domicilio, como puede ser
el social, obtenga una relevancia similar, salvo
que sea acompañada de otros elementos que le
doten de capacidad para ser considerado
como fiscal. La ausencia de los mismos, implica
la imposibilidad de asimilar, y nos obliga a recurrir
a otras reglas para la identificación del domicilio
fiscal. De entre estas reglas destaca, por su falta
de una definición legal en vigor, la de tomar en
cuenta el lugar donde se desarrolle la Gestión
administrativa y la Dirección de negocios, que
posee un carácter complementario de la regla
primera y constituye en si misma el criterio esta-
blecido en la regla segunda. Y es en aplicación
de esta segunda regla cuando debemos exami-
nar aquellos datos que nos servirán para fijar la
ubicación del lugar donde se desarrollan dichas
actividades, indicios que en todo caso deberán
tener en cuenta la organización interna de la em-
presa, así como su giro mercantil. En caso de no
coincidencia entre los lugares donde se desarro-
llan dichas actividades, se debe priorizar aquel
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22 Véase la Sentencia de la sala tercera del Tribunal Su-
premo 1431/2010 de 8 de febrero de 2010, recaída en
recurso nº 19/2009 contra resolución de la JACE 4/2009



en el que se desarrollen las actividades de Direc-
ción efectiva del negocio. Y por último en el hi-
potético caso de que aun así no podamos definir
cuál es el domicilio fiscal deberemos establecerlo
en aquella ubicación donde radique el mayor
valor del inmovilizado. De lo contrario corremos
el riesgo de no hacer una correcta identificación
del domicilio fiscal
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